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A los beneficiarios del régimen de transición, afiliados al Instituto de Seguros Sociales con posterioridad a la vigencia de la ley 100 de 1993, que durante su vida laboral como servidores públicos NO cotizaron para pensiones, se les aplica la ley la ley 33 de 1985 y no la ley 71 de 1988, porque en este caso no se trata de acumulación de aportes en un sector público y privado, toda vez que el trabajador laboró siempre al servicio de una misma entidad de carácter público.
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SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0082
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veintisiete (27) días del mes de agosto del año dos mil nueve (2009), siendo las dos y cuarenta y cinco de la tarde (02:45.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora GLORIA MIRIAM IDÁRRAGA SÁNCHEZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 26 de junio de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se ordene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES reconocer y pagar en favor de la señora GLORIA MIRIAM IDÁRRAGA SÁNCHEZ la reliquidación de la pensión de vejez, concedida mediante Resolución 7520 de agosto 06 de 2007, con fundamento en la Ley 71 de 1988, por cumplir todos los requisitos exigidos por esta norma para tener derecho a la pensión por aportes, con el retroactivo a partir del 01 de marzo de 2007, fecha en la cual adquirió el derecho pensional y las costas del proceso.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 7520 del 06 de agosto de 2007, le fue reconocida pensión de vejez por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, conforme a lo dispuesto en el artículo 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990, que además se tuvo en cuenta para la liquidación, el promedio de lo devengado en los últimos 10 años; decisión que fue recurrida en recurso de reposición por la accionante y que según Resolución N° 3169 la entidad confirmó la primera, con el argumento de que no reúne los requisitos de la Ley 71 de 1988. Aduce que con esa posición, la entidad demanda ha desconocido los derechos adquiridos de la actora.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que manifiesta que admite la mayoría de los hechos formulados en la demanda. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda por carecer de fundamentos fácticos y jurídicos y excepcionó  “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “PRESCRIPCIÓN”, “FALTA DE CAUSA” y la “GENÉRICA”

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por la señora GLORIA MIRIAM IDÁRRAGA SÁNCHEZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, y condenar en costas procesales a la demandante en un 100 % a favor de la demandada.
Para arribar a la anterior determinación, expresó que examinada la situación de la accionante a la luz de la Ley 71 de 1988 “se puede establecer que ella es muy clara en señalar que no son solamente tiempos laborados en entidades públicas sino acreditados como sufragados en una o varias entidades de previsión social”, de manera que el reconocimiento de la pensión de vejez no puede hacerse bajo los postulados de esta norma, sino con fundamento en la Ley 100 de 1993, porque las cotizaciones de la actora fueron realizadas en su totalidad ante el Instituto de Seguros Sociales, a pesar de haber laborado en el sector público, lo que impide acumular el tiempo en que la actora prestó sus servicios en lo público con el cotizado ante el ISS, en aplicación de la Ley 71 de 1988.
V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante, presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo en virtud del principio de favorabilidad  y de igualdad, que es posible aplicar la Ley 71 de 1988, para efectos del reconocimiento de la pensión de vejez, y que no existe argumento jurídico lógico para que la actora en sus condiciones se encuentre privada de este prestación “por una interpretación restrictiva de una norma de derecho social”. 
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿A los beneficiarios del régimen de transición, afiliados al Instituto de Seguros Sociales con posterioridad a la vigencia de la ley 100 de 1993, que durante su vida laboral como servidores públicos no cotizaron para pensiones, se les aplica la ley 71 de 1988 o la ley 33 de 1985? 
3. Precedente jurisprudencial y normas aplicables al caso:


La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia sentó su jurisprudencia respecto a cómo y a quién le corresponde el reconocimiento de la pensión de vejez de aquellos trabajadores que antes de la vigencia de la ley 100/93 se encontraban al servicio de una entidad estatal pero no cotizaban para el riesgo de pensiones en ningún fondo de pensiones o caja de previsión, y que luego de la ley 100 se afiliaron al Instituto de Seguros Sociales para cubrir dicha contingencia –como el caso de marras-. Dicha posición se plasmó en la sentencia del 15 de agosto de 2006
, con Ponencia del Doctor CARLOS ISAAC NÁDER, en la que si bien el punto del litigio giraba en torno a un servidor público afiliado al Instituto de Seguros Sociales antes de la vigencia de la ley 100, de todos modos se analizó igualmente el asunto que hoy nos compete. Dentro de las consideraciones de ese importante fallo, se hizo un pormenorizado recuento normativo que vale la pena traer a colación, advirtiendo desde ya que resaltaremos aquellos apartes que se ajusten al caso en cuestión, con la respectiva aclaración de ser el caso, así:

“… entra la Sala a elucidar el punto jurídico concreto atinente a establecer si el ente demandado tiene la responsabilidad de asumir la pensión reclamada, para lo cual se hará un ligero repaso de la normativa expedida al respecto y al alcance dado por la jurisprudencia a la misma. 

1) Al momento de expedirse la Ley 100 de 1993 diversas eran las situaciones en que se encontraban los servidores oficiales, fruto de la dispersión institucional y de regímenes pensionales, siendo del caso detenerse, por lo pronto, en las siguientes: la de quienes estaban afiliados a una caja de previsión de cualquier orden, cuya liquidación fue ordenada por la ley citada o por disposiciones posteriores; la de quienes no estaban afiliados a ningún ente de previsión social ni a los seguros sociales y por consiguiente sus pensiones estaban a cargo del empleador directamente –situación de la demandante en este caso Sra. GLORIA MARÍA IDARRAGA- y la de aquellos que fueron afiliados a los seguros sociales desde el inicio de la relación de trabajo. 

2) Las consecuencias en cuanto a la responsabilidad del cubrimiento pensional dependía de la situación particular del trabajador, y sobre dicha temática se expidieron varias regulaciones. Una primera previsión se encuentra en el artículo 6º del Decreto 813 de 1994 donde se dispuso que correspondería al Instituto de Seguros Sociales el reconocimiento y pago de la pensión de los servidores públicos, conforme a las disposiciones del régimen que se venía aplicando, cuando el trabajador se traslade voluntariamente al ISS, cuando se ordene la liquidación de la caja, fondo o entidad a la cual se encontraba afiliado o cuando los servidores públicos beneficiarios del régimen de transición no se encontraban afiliados a alguna caja, fondo o entidad de previsión del sector público con anterioridad al 1º de abril de 1994 y seleccionen el régimen de prima media con prestación definida –caso de la demandante-; esa misma disposición estatuyó que los trabajadores que se encontraran en alguna de estas hipótesis tendrían derecho al reconocimiento del bono pensional. 
3) Posteriormente entró a regir para los trabajadores territoriales el Decreto 1068 de 1995 que dispuso la afiliación de estos servidores a cualquiera de los dos regímenes establecidos en la Ley 100, bien al de prima media administrado por el ISS o al de ahorro individual, aclarando que la afiliación o traslado debía cumplir unas formalidades (artículo 4º) y que una vez cumplidas éstas el pago de las pensiones o prestaciones económicas a que haya lugar será responsabilidad de “la entidad administradora de pensiones que haya recibido o le corresponda recibir el monto de las cotizaciones del período en el cual ocurre el siniestro o hecho que da lugar al pago de la prestación correspondiente” (artículo 5º). El mismo artículo advierte también que tal reconocimiento lo hará la respectiva entidad “una vez le sea entregado el respectivo bono pensional”. La disposición legal en examen se ocupó de puntualizar y distinguir el estado de los servidores territoriales que venían vinculados al ISS, señalando que podían continuar en dicha entidad sin que fuera necesario el diligenciamiento de formulario o comunicación alguna.

4) El artículo 45 del Decreto 1748 de 1995 avanzó más en el asunto cuando dispuso que los empleadores del sector público afiliados al ISS se asimilan a empleadores del sector privado y por tanto les será aplicable el artículo 5º del Decreto 813 de 1994 sin que haya lugar a la expedición del bono pensional tipo B. Esta última disposición, reglamentaria del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 2º del D. R. 1160 de 1994, a su turno se refirió al evento de los trabajadores vinculados con empleadores o empresas del sector privado que tienen a su cargo el reconocimiento y pago de pensiones, disponiendo que ellos o ellas deberán reconocer directamente la pensión una vez el trabajador cumpla los requisitos del régimen que se les venía aplicando, pero continuarán cotizando al ISS hasta que el trabajador cumpla con los requisitos exigidos para el reconocimiento de la pensión de vejez en el régimen de prima media con prestación definida, momento en el cual el ISS procederá a cubrir dicha pensión, quedando a cargo del empleador únicamente el mayor valor, si llegare a haberlo. A esta solución es la que remite el artículo 45 del Decreto 1748 de 1995 cuando ordena la aplicación del Decreto 813 a los empleadores oficiales afiliados al ISS, que es el caso de la aquí demandante.

5) Más recientemente, el artículo 1º del Decreto 2527 de 4 de diciembre de 2000 estatuyó que las cajas, fondos o entidades públicas que reconozcan o paguen pensiones continuarán reconociéndolas mientras tales entidades subsistan respecto de quienes tuvieron el carácter de afiliados a la entrada en vigencia del sistema general de pensiones, exclusivamente en los siguientes casos: a) Cuando los servidores públicos del orden nacional hubieren cumplido el 1º de abril de 1994, los requisitos para obtener el derecho a la pensión y no se les haya reconocido, aunque a la fecha de solicitud de dicha pensión estén afiliados a otra administradora del régimen de prima media; b) Cuando los servidores oficiales del ámbito territorial se encuentren en la misma situación para la fecha de entrada en vigencia del nuevo régimen de pensiones; c) Cuando los servidores oficiales de cualquier nivel, a la fecha en que empezó la vigencia del régimen de pensiones de la Ley 100, hubiesen cumplido 20 años de servicio o contaren con las cotizaciones requeridas en la misma entidad, caja o fondo público, aunque a la fecha de solicitud de la pensión estén o no afiliados al sistema general de pensiones. 

Del recuento normativo realizado se colige sin dificultad que en los casos en que el servidor oficial fue afiliado al ISS desde la época en que comenzó la vigencia de los seguros sociales, en fecha cercana a ella, o en todo caso con anterioridad a la Ley 100 de 1993, y se hallaban afiliados cuando entró en vigencia dicha ley 100, la pensión de jubilación se rige por lo previsto en el artículo 45 del Decreto 1748 de 1995 en armonía con lo establecido en el artículo 5º del Decreto 813 de 1994, modificado por el artículo 2º del D. R. 1160 de 1994, es decir, el empleador concederá la pensión en las condiciones previstas en las normas del régimen a que pertenecía el trabajador, con la obligación de seguir cotizando hasta cuando el ISS reconozca la de vejez, momento a partir del cual quedará a cargo del patrono el mayor valor si se llegare a presentar, como de manera clara lo establecen las disposiciones indicadas, sin que haya lugar, en esta específica hipótesis, a la expedición de bono pensional. 
Esta solución no es extensible a los casos en que la vinculación del trabajador al ISS se produce en el momento en que comenzó la vigencia de la Ley 100 de 1993 o con posterioridad, porque en tales eventos sí se aplica el artículo 5º del D. 1068 de 1995 y la pensión puede quedar a cargo del ISS, siempre que se den los supuestos cronológicos previstos en el Decreto 2527 de 2000, surgiendo, ahí sí, para la entidad territorial o de previsión respectiva la obligación de emitir el bono pensional. 

(…)”  (Negrillas, subraya y aclaraciones nuestras)

Resumiendo, para el caso que nos compete, la regla jurisprudencial sentada por el alto Tribunal es la siguiente: Cuando un trabajador que estando al servicio de un ente público antes de la vigencia de la ley 100/93 donde NO cotizó durante el tiempo de servicio, pero que luego se afilia al Instituto de Seguros Sociales, esto es, con posterioridad a la vigencia de la ley 100, tiene derecho a obtener el reconocimiento de su pensión de vejez por parte del Instituto de Seguros Sociales una vez cumpla los requisitos para ello, quedando la entidad pública con la obligación de emitir el respectivo bono pensional. 

Lo anterior quiere decir, además, que al trabajador en las condiciones antes descritas, para efectos del reconocimiento de su pensión de vejez, se le debe tener en cuenta todo el servicio prestado en la entidad pública aunque no haya cotizado para el riesgo de vejez, porque de lo contrario no tendría razón de ser la emisión del bono pensional a su favor en cabeza del ente público, que precisamente suple esa falta de cotización. Recuérdese que de conformidad al artículo 115 de la ley 100, los bonos pensionales constituyen aportes destinados a contribuir a la conformación del capital necesario para financiar las pensiones de los afiliados al Sistema General de Pensiones, y tienen derecho a él -bono pensional-, entre otros, los afiliados que con anterioridad a su ingreso al nuevo régimen de pensiones (bien en prima media, o al de ahorro individual con solidaridad) hubiesen estado vinculados al Estado o a sus entidades descentralizadas como servidores públicos, como el caso de la demandante. 

A su vez, lo precedentemente dicho es una consecuencia lógica de lo estatuido en el parágrafo 1° del artículo 36 de la ley 100 de 1.993, que hace una diferencia clara entre semanas cotizadas o tiempo de servicio, previendo precisamente el problema de miles de trabajadores que antes de la vigencia de la ley 100 no cotizaban para el riesgo de vejez, porque del reconocimiento y pago de la pensión de vejez  se encargaba directamente el empleador. Dicha norma reza lo siguiente: 
ART.- 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN:
 (…)

PARÁGRAFO 1°. Para efectos del reconocimiento de la pensión de vejez de que trata el inciso primero (1o) del presente artículo se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de la presente ley, al Instituto de Seguros Sociales, a las Cajas, fondos o entidades de seguridad social del sector público o privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos cualquiera sea el número de semanas cotizadas o tiempo de servicio.  (Subrayas fuera de texto)

Con posterioridad, dicha diferenciación entre cotización y tiempo de servicio, se repitió en las normas que reglamentaron el artículo 36 de la ley 100, entre las cuales, vale la pena traer a colación algunas del Decreto 2527 de 2000, aplicables al presente caso, así: 

ARTICULO 2o. SOLICITUD DE TRASLADO DE COTIZACIONES E INFORMACION. De conformidad con el artículo 17 de la Ley 549 de 1999 todos los tiempos laborados o cotizados en el sector público y los cotizados al ISS serán utilizados para financiar la pensión. Cuando algún tiempo no se tome en cuenta para el reconocimiento de la pensión, y por ello no se incluya en el cálculo del bono pensional o no proceda la expedición de bono o cuota parte, la Caja, Fondo o entidad pública que deba hacer el reconocimiento de la pensión, según el artículo anterior, solicitará a las administradoras o entidades de los tiempos cotizados o servidos que no se tienen en cuenta para el reconocimiento de la pensión, el traslado del valor de las cotizaciones para la pensión de vejez y de la información que posea(n) sobre el trabajador, incluyendo su historial laboral. Dicho traslado se deberá efectuar dentro de los dos (2) meses siguientes al recibo de la solicitud. 

El monto a trasladar se determinará de conformidad con el artículo 17 de la Ley 549 de 1999. 
ARTICULO 4o. CONSERVACION DE BENEFICIOS DEL REGIMEN DE TRANSICION. De conformidad con el inciso segundo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, la edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas y el monto de la pensión de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema General de Pensiones tenían las edades o el tiempo de servicio o de cotización previsto en dicha disposición, serán las establecidas en el régimen anterior al cual se encontraban afiliados. Para efectos de determinar el número de semanas cotizadas o el tiempo de servicios, en los regímenes de transición previstos en el segundo inciso del artículo 36  de la Ley 100 de 1993, solo se sumarán los tiempos de servicios o el número de semanas cotizadas en distintas entidades cuando así lo haya previsto el régimen de transición que se aplique. 

Por consiguiente cuando el régimen al cual se encontraba afiliada la persona que se beneficie del régimen de transición, exija como requisito, para tener derecho a él, un tiempo de servicio o un número de cotizaciones mínimas en una misma entidad o sector, para invocar tal régimen especial debe haber cumplido o cumplir con posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993 con este requisito, sin perjuicio de que en todo caso conserve el derecho a acogerse a otro régimen general de transición cuando ello proceda, en los términos del inciso segundo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. Caso en el cual se aplicará lo dispuesto en el artículo 2° de este decreto. 

(…)

Pero aún más, la misma norma que sirvió de soporte a la juez de primera instancia para denegar las pretensiones de la demanda, esto es, el literal f del artículo 13 de la ley 100/93, establece como característica  del nuevo sistema de pensiones, que para el reconocimiento de la pensión de vejez se tendrá en cuenta no solo la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de esa norma –como lo entendió erróneamente la A quo-  sino además el tiempo de servicios.  Léase bien la norma: 
ARTÍCULO 13. CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. El Sistema General de Pensiones tendrá las siguientes características: 
a. (…)
f. Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes, se tendrán en cuenta la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a la vigencia de la presente ley, al Instituto de Seguros Sociales o a cualquier caja, fondo o entidad del sector público o privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos, cualquiera sea el número de semanas cotizadas o el tiempo de servicio. 
(…) (Subraya y negrilla con intención)


Finalmente, el legislador también fue lo bastante claro cuando ordenó que si los beneficiarios del régimen de transición se vinculaban al ISS, dicha entidad deberá reconocer la pensión de vejez respetando los beneficios derivados de dicho régimen siempre que no se hayan perdido de acuerdo con la ley. Dice el artículo 5º del Decreto 2527 de 2000: 
ARTICULO 5o. REGIMEN DE TRANSICION EN EL ISS. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior, el ISS, como Administradora de Pensiones del régimen de prima media a la que se pueden vincular los beneficiarios del régimen de transición, deberá reconocer la pensión respetando los beneficios derivados de dicho régimen, siempre y cuando estos no hayan perdido el régimen de transición de acuerdo con la ley. 


4. Caso concreto.- Aplicación del régimen de transición:

En el presente caso no admite discusión alguna que la Sra. GLORIA MIRIAM IDARRAGA SÁNCHEZ es beneficiaria del régimen de transición, tal como lo reconoció el propio ISS en la Resolución No. 7520 del 6 de agosto de 2007 (folio 12 a 14) mediante la cual se reconoció la pensión de vejez a la mencionada, pues a 1º de abril de 1.994 contaba con 44 años de edad y más de 15 años de servicio. También está claro que la actora antes de entrar en vigencia la ley 100 de 1993 trabajaba al servicio del Hospital Universitario San Jorge, entidad pública, sin que se hubiera realizado aportes para el riesgo de vejez a ningún fondo o caja de previsión social y que sólo se vino a cotizar para esa contingencia con posterioridad al 1º de abril de 1994 ante el Instituto de Seguros Sociales. De acuerdo al mencionado acto administrativo, la actora laboró en el referido Hospital un total de 6474 días (924,8571 semanas, del 7 de julio de 1977 al 30 de junio de 1995), esto es,  aproximadamente 18 años SIN COTIZAR, pero a partir del 1º de julio de 1995 se empezó a cotizar ante el ISS (lo cual, desde luego implica que siguió trabajando) por espacio de 3.390 días, esto es, 484,2847 semanas cotizadas (un poco más de 9 años). 


No obstante los anteriores supuestos fácticos, esto es, habiéndose reconocido por parte de la entidad demandada la calidad de beneficiaria del régimen de transición a la demandante, se abstuvo de imputarle la ley 71 de 1988 –cuya aplicación deprecó la actora-, amparado en la Circular No. 1586 del 10 de febrero de 2004, según la cual “para efectos de aplicabilidad de la Ley 71 de 1988 es necesario que el trabajador hubiere efectuado aportes al sector público y privado con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1.993, por lo que es procedente estudiar la pensión de vejez en aplicación del régimen general de prima media con prestación definida, establecido por la ley 100 de 1993, modificada por la ley 797 de 2003” y así se hizo, es decir, se pensionó a la Sra. IDARRAGA SÁNCHEZ bajo las normas del nuevo sistema general de pensiones, posición avalada por la juez de primer grado, cercenando de un tajo los beneficios del régimen de transición, bajo el mero argumento de que la susodicha ley 71 no era aplicable al caso, absteniéndose de considerar otra norma.  


Ahora bien, la Corporación entiende, y así debe ser, que una vez definido que una persona es beneficiaria del régimen de transición hay que entrar a analizar cuál es la norma que rige su derecho pensional, independientemente de que el solicitante acierte o no en la invocación de la norma que reclama para su caso, y por eso era obligación para el Instituto de Seguros Sociales pero aún más para la juez de primera instancia, auscultar los cánones que regulaban la pensión de vejez de la petente con anterioridad a la vigencia de la ley 100 de 1993. En el presente caso, es cierto que la ley 71 de 1988 NO RIGE la pensión de vejez de la actora, llana y sencillamente porque dicha normatividad permite acumular aportes que se habían realizado antes de la ley 100 al sector público y privado, situación que no se dio en este asunto, porque obsérvese que la Sra. IDARRAGA SÁNCHEZ trabajó toda su vida en la misma entidad, esto es, HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE, incluso hasta el momento en que se reconoció su pensión de vejez, o por lo menos así se infiere de la escasa prueba documental adosada al expediente, pero aún si en gracia de discusión, se admitiera que después de la vigencia de la ley 100 trabajó para una entidad privada, lo cierto es que tampoco le sería aplicable le ley 71 de 1988  porque se entiende que el régimen de transición implica la aplicación de la norma anterior que regía la situación del beneficiario hasta antes de la vigencia de ley 100, fecha para la cual la demandante estuvo vinculada a la misma entidad de carácter público, no a ésta y a otra de carácter privado. 


Así las cosas, la norma aplicable al caso de marras es la ley 33 de 1985, en cuyo caso la edad, el tiempo de servicio y el monto de la pensión, que son los ítems que hacen parte del régimen de transición, corresponden a los siguientes, de conformidad al artículo 1° ibídem:

ARTICULO 1o. El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco años (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicio.
(…) (subrayas para resaltar)

Como se vio en su oportunidad, la actora cumple con la edad y el tiempo de servicios, por lo que restaría reliquidar la pensión de la demandante conforme reza la norma, pero como la Sala carece de la relación de salarios y del historial de cotizaciones, porque a la demanda simplemente se adjuntó las respectivas resoluciones emitidas por el Instituto de Seguros Sociales que reconocieron su derecho pensional, le es imposible hacerlo, de manera que se ordenará a la entidad demandada realizarlo. 


Lo anterior, sin perjuicio del derecho que le asiste al Instituto de Seguros Sociales para reclamar ante el HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE el respectivo bono pensional, derecho que al parecer ya ejerció, toda vez que obra en el expediente la solicitud y la correspondiente respuesta (folios 32 a 37) de la que se infiere que la liquidación provisional del Bono pensional Tipo B de la demandante, arroja como valor hipotético a 27 de julio de 2007, la suma de $60.089.897,03, valor que no sabemos si ya recibió el instituto o está en proceso de hacerlo porque de ello no obra prueba alguna en el proceso. 
 
Nos resta simplemente definir lo correspondiente a la fecha a partir de la cual debe reconocerse la pensión de vejez, pues en sentir del Instituto de Seguros Sociales es a partir del 1° de abril de 2007, en tanto que para la parte demandante lo es a partir del 1° de marzo de ese mismo año, porque fue en esa calenda cuando cumplió la edad de 55 años, teniendo ya a su favor aproximadamente 27 años de servicios, teniendo razón la actora, toda vez que efectivamente su derecho se consolidó el 1° de marzo de 2007 y no en la fecha alegada por la entidad demandada.

Las conclusiones anteriores nos llevan a revocar la sentencia de primera instancia y en su lugar acceder a las pretensiones de la demanda pero con fundamento en razones distintas a las reclamadas en la demanda, con la consecuente condena en costas en contra del Instituto de Seguros Sociales y a favor de la demandante.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombr
e de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- REVOCAR en su integridad la sentencia proferida el 26 de junio de 2009, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora GLORIA MIRIAM IDARRAGA SÁNCHEZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de este fallo
SEGUNDO.- En su lugar, DECLARAR que la señora GLORIA MIRIAM IDARRAGA SÁNCHEZ es beneficiaria del régimen de transición y por lo tanto su pensión de vejez debe liquidarse conforme a los derroteros de la ley 33 de 1985, a partir del 1° de marzo de 2007.

TERCERO.- Como consecuencia de lo anterior, se ORDENA al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES realizar la correspondiente reliquidación de la pensión de vejez de la señora GLORIA MIRIAM IDARRAGA SÁNCHEZ, conforme la ley 33 de 1985, a partir del 1° de marzo de 2007, y hecho lo anterior proceda a pagar la diferencia que resulte a favor de la mencionada demandante, dentro del mes siguiente a la ejecutoria de esta sentencia. 
 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: El suscrito Secretario deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.
Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia del 15 de agosto de 2006, Radicación No. 29210, Demandante: MARÍA LUISA VARGAS HOYOS, Demandado: Instituto de Seguros Sociales, M.P. Dr. CARLOS ISAAC NÁDER





